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Los derechos de los niños y niñas nacen con la promulgación, el 24 de septiembre 
de 1924, de los Derechos del Niño, Coadyuvado se vio lo anterior con la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos por parte de las Naciones 
Unidas; pues a partir de ésta, se han desarrollado normatividades para la 
protección de personas más vulnerables que requieren de una atención primordial 
como son los niños, las niñas y los adolescentes. 
 
 
El constituyente de 1991, teniendo en cuenta  la Convención Internacional  sobre 
los Derechos de los Niños,  les otorgó a los menores personalidad jurídica para 
ser acreedores de derechos y deberes, elevando con ello, los primeros, a un rango 
fundamental en la normativa constitucional, lo que trajo por consecuencia el 
establecimiento de mecanismos para hacer efectiva la protección y garantía de 
este conjunto de derechos, como también la connotación de prevalencia sobre los 
derechos de los adultos. 
 
 
Así entonces, el derecho de alimentos en relación a los créditos que posee el 
adulto, es el primordial y principal compromiso pues la normatividad trata de 
sufragar las problemáticas y necesidades del menor frente a la realidad social. Su 
característica principal de ser INDISPENSABLE consagrada en el Capítulo 
Tercero, articulo 133 del código del Menor, pone en manifiesto la obligación del 
padre hacia el hijo de carácter prioritario e inmediato, por ello comprende en sí, 
diferentes conceptos para sustentar y satisfacer las necesidades del menor. La 
normatividad ha planteado que con el fin de salvaguardar dicha obligación el 
alimentante (padre), y para efectos de fijar una cuota de alimentos siempre se 
asumirá que esté, devenga un salario mínimo legal mensual vigente. 
 
 
Por ello, la necesidad de proteger el interés superior del niño, la niña y el 
adolescente, conlleva a establecer un estudio sobre  el papel del Juez de Familia 
en el caso de que el alimentante devengue menos del salario mínimo legal vigente 
puesto que de acuerdo al entorno económico actual es fácil que suceda lo que 
conlleva a que no consiga cumplir con la obligación alimentaria que la Ley 
colombiana le impone, y por ende dar aplicación a la presunción legal adoptada 
por el legislador, lo anterior debe prever un balance entre los derechos 
fundamentales del adulto, y la protección inmediata que requiere el menor. 
 
La presente investigación pretendió entonces, como bien su nombre lo indica 
analizar cuáles son los criterios “auxiliares” empleados  por los Jueces de Familia 
de la ciudad de Pereira en la imposición de una cuota de alimentos, en ingresos 
inferiores al salario mínimo legal vigente, pues en primera medida se considera 





presupuesto de que para la existencia de una obligación alimentaria, se requiere 
del cumplimiento de tres requisitos que la Ley colombiana exige al momento de 
demandarse en un proceso de alimentos; así, estos son: VÍNCULO, NECESIDAD 
DEL ALIMENTARIO Y CAPACIDAD DEL ALIMENTANTE, último criterio enfoque 
de la investigación. 
 
 
De esta manera, la contribución de este proyecto de investigación, se basó en 
obtener el conocimiento jurídico desde la perspectiva de quien está autorizado 
para imponer una cuota alimentaria, basado en el estudio de los criterios 
empleados por los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, en la imposición de 
la misma, será éste una fuente de información clara y amplia de los mismos, lo 
cual permitirá unificar y servir como base para llenar ese vacío jurídico ante el cual 
se ven inmersos los operadores judiciales cuando están ante casos en que el 
alimentante logre probar su incapacidad económica para asumir su obligación 


























1. PLANTEAMIENTO PROBLEMA 
 
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACION 
 
La obligación de alimentos es un derecho personalísimo y de contenido 
patrimonial, es decir se trata de un derecho no comerciable  e intransferible. Es así 
como  la Corte Constitucional, en sentencia C-1033 del 27 de noviembre de 2002, 
con Magistrado Ponente, Jaime Córdoba Triviño, establece que el reconocimiento 
y concreción de tal obligación y su realización material, se vincula con la 
protección necesaria del Estado de dispensar a la familia como institución básica 
de la sociedad.  
 
 
De esta manera, los alimentos se definen, según MEDINA PABÓN (2011)1como 
una obligación que impone la ley a cierta persona -el alimentante- de contribuir a 
favor de otro -el alimentario- con los medios necesarios para su subsistencia y 
eventualmente, para su bienestar. Se entiende además por alimentos2 y según lo 
determina el Código de la Infancia y la Adolescencia todo lo indispensable para el 
sustento, la habitación, vestido, asistencia médica, recreación, educación o 
instrucción y en general todo lo necesario para el desarrollo integral del niño, la 
niña y los adolescentes. 
 
 
El Estado colombiano, ha establecido unos parámetros en orden a la fijación de la 
cuota de los alimentos, como obligación de los padres con los hijos. No obstante lo 
anterior, se tiene en principio como base a la presunción legal del artículo 129 de 
la Ley 1098 de 20063, parte del hecho de que toda persona devenga al menos un 
salario mínimo legal, y de conformidad con el numeral 1 del artículo 130 del 
Código de la Infancia y la Adolescencia, el salario solo es embargable hasta en un 




Sin embargo, en ocasiones, los padres alimentantes no devengan un salario 
mínimo legal vigente, debido a las condiciones socio-económicas del País, por 
 
1
 MEDINA PABÓN. Juan Enrique, Derecho Civil Derecho de Familia. Tercera Edición, Año 2011. 
 
2
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 de 2006 Art. 24 (8, noviembre, 2006). Por la 
cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia. Diario oficial. Bogotá D.C. 2006 No. 46.446. 
 
3
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 de 2006 Art. 129 (8, noviembre, 2006). Por la 





cuanto en consecuencia de lo expresado, LA JURISPRUDENCIA NACIONAL, LA 
DOCTRINA, Y/O LOS TRATADOS Y CONVENIOS SUSCRITOS Y 
DEBIDAMENTE RATIFICADOS POR COLOMBIA, han establecido unos criterios 
auxiliares que se tienen en cuenta y se emplean por los operadores judiciales a la 
hora de fijar una cuota de alimentos cuando los ingresos del alimentante son 
inferiores al salario mínimo legal. 
 
 
De lo anterior se deduce, que se hace necesario la fijación de una cuota 
alimentaria mínima para el niño, la niña o el adolescente partiendo del supuesto de 
que los alimentos comprenden a la vez la habitación, el vestido, la asistencia 
médica, la recreación, la educación y en general todo lo necesario para su 
desarrollo integral, según lo explicado con antelación.  
 
 
Así, habrá unos obligados alimentariamente que poseen discapacidad o alguna 
situación que no les permita asumir tal carga, como otros que simplemente se 
sustraen de sus obligaciones, por medio de la figura de la insolvencia para efectos 
de no cumplir con la misma.  
 
 
De esta manera, se efectúa el planteamiento del problema de investigación a 
manera de interrogante: 
 
 
¿Cuáles son los Criterios auxiliares Empleados Por Los Jueces De Familia De La 
Ciudad De Pereira En La Imposición De La Cuota De Alimentos, En Ingresos 
Inferiores Al Salario Mínimo Legal Vigente? 
 
1.2. LIMITACIÓN  
 
La investigación denominada “Criterios Auxiliares Empleados por los Jueces 
de Familia de la Ciudad De Pereira en la Imposición de la Cuota de 
Alimentos, en Ingresos Inferiores al Salario Mínimo Legal Vigente”, tuvo como 
propósito el análisis social y jurídico de la situación denotada, mediante un tipo de 
investigación de carácter cualitativo, lo que no permite establecer un periodo de 
tiempo determinado, pues si bien son datos recolectados, aquellos se basan en el 
análisis e interpretaciones que de manera discrecional los Jueces del Municipio de 
Pereira aplican en sus despachos.  
 
 
De la misma forma, respecto a los instrumentos y fuentes para el desarrollo 





las entrevistas como fuente primaria, las cuales se apoyaron de bibliografía 












































Teniendo en cuenta lo previamente expresado, se hace evidente, la necesidad de 
que en los casos en que el obligado a suministrar los alimentos, logre probar 
dentro del proceso correspondiente, que devenga menos del salario mínimo o que 
no tiene ingresos para cumplir con la obligación sea cual sea la situación particular 
en la que se encuentre, se puedan tener a la mano unos criterios, basados en la 
realidad económica del  Municipio de Pereira, puntualmente para el caso del 
alimentante, y así el acreedor de la obligación alimentaria (la niña, el niño y los 




De esta manera, se tiene que entre dichos criterios, a falta de norma expresa que 
regule en específico el tema, las autoridades judiciales podrían emplear o tomar 
ayuda de la jurisprudencia nacional que desarrolla otros caminos para regular la 
fijación de la cuota de alimentos en ingresos inferiores al salario mínimo legal 




También, se podría tomar en cuenta la doctrina existente al respecto para 
encaminar el argumento de una decisión en el caso de que el alimentante no 























La presente investigación, titulada, “Criterios Auxiliares Empleados por los 
Jueces de Familia de la Ciudad de Pereira en la Imposición de la Cuota de 
Alimentos, en Ingresos Inferiores al Salario Mínimo Legal Vigente” pretendió, 
como bien su nombre lo indica identificar cuáles son los criterios auxiliares 
empleados por los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira en la imposición de 
una cuota de alimentos, en ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente, 
partiendo del presupuesto de que para la existencia de una obligación alimentaria, 
se requiere del cumplimiento de tres requisitos que la Ley colombiana exige al 
momento de demandarse en un proceso de alimentos; así, estos son: VÍNCULO, 
NECESIDAD DEL ALIMENTARIO Y CAPACIDAD DEL ALIMENTANTE. 
 
 
De igual manera, para llegar a lo anteriormente expresado, se buscó en primera 
medida, indagar qué parámetros utilizan los Jueces de Familia de la ciudad de 
Pereira, particularmente, cuando el alimentante logra probar que no  tiene la 
capacidad económica , es decir, que no devenga el salario mínimo legal vigente o, 
por el contrario, su contraparte prueba dentro del proceso respectivo que el 
alimentante realiza conductas o prácticas fraudulentas tendientes a evadir el 
cumplimiento de la obligación alimentaria, por ello en primera medida la figura 
jurídica de la presunción legal que se analiza, posee garantías que refuerzan la 




La necesidad de salvaguardar el interés superior del niño, la niña y el adolescente, 
conlleva a establecer un estudio sobre  el papel del Juez de Familia en el caso de 
que el alimentante devengue menos del salario mínimo legal vigente y que no 
pueda cumplir con la obligación alimentaria que la Ley colombiana le impone.  
 
 
Y es que si bien, existe la presunción legal consagrada en el artículo 129 de la Ley 
1098 de 2006 “Código de Infancia y Adolescencia”, de que todo ciudadano 
colombiano devenga al menos el salario mínimo legal vigente y que éste solo es 
embargable hasta el 50%, por otro lado, con base en el informe del DANE4 donde 
la ciudad de Pereira con un 15,5 % se ubicó como la zona con más desempleo 
en Colombia, ya que la tasa de desocupación pasó del 14,8% en el trimestre 
móvil septiembre -noviembre de 2012 a 15,5 % en el trimestre móvil octubre-
diciembre de la misma vigencia, por lo que en total son 50.000 los 
 
4
 LA TARDE,  Pereira es la ciudad con más desempleo en Colombia. Disponible en: 
http://www.latarde.com/noticias/economica/108345-pereira-es-la-ciudad-con-mas-desempleo-en-colombia, 





desocupados, es decir, aumentaron 2 mil frente el trimestre anterior. Indicadores 
que demuestran la realidad social de los ciudadanos y contradice la presunción 
adoptada por la normatividad, por ello el estudio se hace más viable cuando se 
identifican dichas conductas y se hace necesario y obligatorio el uso de los 
apuntados criterios auxiliares para actuar eficazmente frente a los casos que día a 
día se presentan en los estrados judiciales.  
 
 
Por lo tanto, el presente trabajo de investigación en uno de sus objetivos 
específicos, propuso analizar  los criterios auxiliares empleados por los Jueces de 
Familia de la ciudad de Pereira, en la imposición de la cuota de alimentos, en 
ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente, para de esta manera, hacer un 
análisis exhaustivo de la doctrina, la jurisprudencia nacional y los tratados y/o 
convenios internacionales suscritos por Colombia y debidamente ratificados, que 
emplean los Jueces de Familia para tal imposición. 
 
 
Teniendo en cuenta lo que antecedió, la importancia de este trabajo investigativo, 
radica en la pertinencia de unificar los criterios auxiliares empleados por los 
Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, a la hora de fijar una cuota alimentaria 
cuando el alimentante devenga sumas inferiores al salario mínimo legal vigente; 
todo esto, debido a la relevancia que tienen los intereses de especial protección 
de los niños, las niñas y los adolescentes en sus necesidades básicas, como lo 
son, el vestuario, la vivienda, la educación, la recreación, y la propia alimentación, 
con independencia a los ingresos del obligado a suministrar los alimentos, por lo 
anterior se implementan una serie de recolección de datos, mediante entrevistas a 
quienes son objeto de análisis y estudio, quienes de manera descriptiva e 
informativa promueven la unificación de criterios sobre el tema a tratar; de la 
misma forma, este trabajo de investigación formula y condensa dichos criterios 
para efectos de que sean aplicados en la Jurisdicción de Familia y salvaguarden 
los intereses del alimentario en una sociedad tan variable económicamente y 
desprovista de garantías. 
 
 
Y es que no obstante, en la legislación colombiana existen unos criterios 
taxativamente enunciados que deben ser observados por los Jueces de Familia, a 
la hora de  fijar una cuota de alimentos de un padre o madre –alimentante- para 
con su hijo o hija –alimentario-, partiendo de la presunción legal establecida en el 
artículo 129 de la Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y la Adolescencia”, que 
reza que “en todo caso se presumirá que devenga al menos un salario mínimo 
legal” y que éste último solo puede ser embargado hasta el 50%, en ocasiones, el 








Así, el presente trabajo de investigación, como componente innovador, pretendió 
realizar un análisis basado en la jurisprudencia y doctrina nacional, así como 
también en los tratados y/o convenios internacionales suscritos por Colombia y 
debidamente ratificados, previa indagación con los Jueces de Familia de la ciudad 
de Pereira, sobre los criterios empleados (denominados “auxiliares” por la 
investigadora) por estos operadores judiciales a la hora de fijar una cuota de 
alimentos cuando el alimentante devenga menos del salario mínimo legal vigente, 
todo esto en aras de garantizar y hacer efectiva la protección especial de que 
gozan los niños, las niñas y los adolescentes bajo los preceptos constitucionales 
del marco normativo Colombiano. 
 
 
Por tanto,  la presente investigación, va dirigida a los estudiantes de pregrado de 
las diferentes Facultades de Derecho Colombianas, a los Abogados litigantes y 
Especialistas en Derecho de Familia, y en general tanto a las autoridades 
judiciales e Instituciones nacionales encaminadas a la atención y conocimiento del 
tema objeto de estudio, como lo son, las Comisarias de Familia y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, así como también para la comunidad que 
encuentre en este trabajo un punto de referencia y de estudio en los casos en los 
cuales el alimentante logre comprobar su incapacidad económica por percibir 
ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente a la hora de la fijación de la 
cuota de alimentos, como obligación de un padre o madre frente a su hijo o hija, 
bien sea niño, niña o adolescente. 
 
 
De esta manera, la contribución de este trabajo investigativo, al conocimiento 
jurídico se basa en que con el estudio de los criterios auxiliares empleados por los 
Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, en la imposición de la cuota de 
alimentos, en ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente, será éste una 
fuente de información clara de los mismos, lo cual permitirá unificar y llenar ese 
vacío jurídico ante el cual se ven inmersos los operadores judiciales cuando están 
ante casos en que el alimentante logre probar su incapacidad económica para 










4.1. OBJETIVO GENERAL  
 
Identificar los diferentes criterios auxiliares empleados por los Jueces de Familia 
del Municipio de Pereira respecto a la fijación de cuota de alimentos, cuando el 
ingreso del alimentante es inferior al salario mínimo legal vigente.  
 
 
4.2. OBJETIVOS Específicos 
 
 
 Indagar con los cuatro Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, acerca de los 
criterios auxiliares empleados por ellos en la imposición de la cuota de 
alimentos, cuando los ingresos son inferiores al salario mínimo legal vigente. 
 
 
 Analizar los criterios auxiliares de empleados por los Jueces de Familia de la 
ciudad de Pereira, en la imposición de la cuota de alimentos, en ingresos 
inferiores al salario mínimo legal vigente, con el fin de determinar si son o no 
eficaces al momento de su aplicación en el caso concreto. 
 
 
 Seleccionar la doctrina, la jurisprudencia nacional y los tratados y/o convenios 
internacionales suscritos por Colombia y debidamente ratificados, que servirán 










5. RESULTADOS ESPERADOS 
 
 
Dentro de los resultados que se esperaron obtener con la realización de este 
trabajo, se contempló como primera medida, reconocer los parámetros que utilizan 
los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira, particularmente, cuando el 
alimentante logra probar que no  tiene la capacidad económica , es decir, que no 
devenga el salario mínimo legal vigente o, por el contrario, su contraparte prueba 
dentro del proceso respectivo que el alimentante realiza conductas o prácticas 
fraudulentas tendientes a evadir el cumplimiento de la obligación alimentaria 
 
 
Otro de los resultados esperados y el cual se centra la importancia de la 
realización del trabajo es que la presente investigación, vaya dirigida a los 
estudiantes de pregrado de las diferentes Facultades de Derecho Colombianas, a 
los Abogados litigantes y Especialistas en Derecho de Familia, y en general tanto 
a las autoridades judiciales e Instituciones Nacionales encaminadas a la atención 
y conocimiento del tema objeto de estudio, como lo son, las Comisarias de Familia 
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, así como también para la 
comunidad que encuentre en este trabajo un punto de referencia y de estudio en 
los casos en los cuales el alimentante logre comprobar su incapacidad económica 
por percibir ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente a la hora de la 
fijación de la cuota de alimentos, como obligación de un padre o madre frente a su 







6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
 
En la búsqueda de investigaciones, y publicaciones conexas con el trabajo de 
grado  “CRITERIOS AUXILIARES EMPLEADOS POR LOS JUECES DE 
FAMILIA DE LA CIUDAD DE PEREIRA EN LA IMPOSICIÓN DE LA CUOTA DE 
ALIMENTOS, EN INGRESOS INFERIORES AL SALARIO MÍNIMO LEGAL 
VIGENTE”, no se encontraron otros documentos que se relacionaran con el tema 
de estudio en específico. 
 
 
Sin embargo, se encontró una tesis denominada, “El incumplimiento en el pago 
de las pensiones alimenticias, el bienestar  de los hogares y el contexto legal 
vigente en Uruguay año 2009”5; en ésta sus autoras afirmaron: Sin perjuicio de 
que este mecanismo contribuiría también a promover un sistema más equitativo, 
no es esperable que tenga mayor impacto sobre el bienestar de los niños en los 
sectores más pobres, entre los que se concentra el mayor número de padres 
incumplidores. Si el principal problema evidenciado tanto a partir del análisis 
estadístico como de la opinión de los actores judiciales es que una causa clave del 
incumplimiento reside en la baja capacidad de los padres para pagar, parece 
necesario buscar soluciones adicionales orientadas a mejorar también el 
cumplimiento de los padres de menores ingresos. 
 
 
De la misma forma, el trabajo de investigación denominado “El derecho de 
alimentos de los niños, las niñas y adolescentes en Santuario – Risaralda 
durante el 2009 y el primer semestre de 2010”6, el cual, no trata precisamente 
de la presunción objeto de estudio, pero si toca el tema general involucrado como 
lo es el derecho de alimentos en un Departamento determinado, para lo que sus 
autoras lo presentan así:  por todo lo expuesto se puede concluir que el derecho 
de alimentos que tienen los niños, niñas y adolescentes, es un derecho que debe 
ser protegido por la familia, en primer lugar por los padres, los cuales deben 
proporcionar, todo lo necesario para que tenga sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, recreación, formación integral y educación… es decir el 
 
5
 BUCHELI.  Marisa, y CABELLA. Wanda, El incumplimiento en el pago de las pensiones alimenticias, el 
bienestar  de los hogares y el contexto legal vigente en Uruguay año 2009. Universidad Republica de 
Uruguay, Año 2009. 
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alimentario, es el niño, niña y adolescente, el cual no puede obtener por sus 
propios medios lo necesario para su subsistencia, y por lo tanto debe exigirse en 
primer lugar a sus padres, y se dice que en primer lugar porque estos pueden 
exigirse a los demás ascendientes el cumplimiento de esta obligación. 
 
 
En el mismo trabajo de investigación, se realiza un estudio socio – cultural en la 
población de Santuario, bajo una metodología cuantitativa, pues en él se pretende 
determinar en relación a los alimentos, el número de solicitudes de conciliación 
ante las comisarias de Familia en este Departamento, igualmente quienes son los 
que se vinculan a este procedimiento y cuáles son las formas de terminación 
usuales en el evento de fijación de la cuota alimentaria.  
 
 
“… en cuento a la obligación alimentaria en el Municipio de Santuario 
se puede determinar que la comunidad accede en primer lugar a la 
vía administrativa, esto es por cuanto que la ley exige intentar la 
conciliación como requisito procedimental, hecho importante ya que 











6.2. MARCO TEÓRICO 
 
6.2.1. LA FAMILIA 
 
Para los romanos la familia era un grupo de personas sometidas a la autoridad de 
un jefe o pater familias, condición de permanencia hasta su muerte, manteniendo 
la potestad sobre los hijos concebidos en su mujer. A partir del siglo XX8 la mujer 
dejó de ser considerada una menor sin derechos jurídicos, empezó a trabajar, a 
estudiar, y fue ocupando parte de la responsabilidad sobre la educación de sus 
hijos que era exclusiva del padre. 
 
Según el artículo 42 de la Constitución Nacional “la familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla”, para la mayoría de los doctrinantes es una 
institución jurídica, social, permanente y natural.  
La declaración universal de los derechos del hombre, de las Naciones Unidas9, en 
su artículo 6°, inciso 3° expresa que “la familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado”.  
 
La familia como núcleo fundamental de la sociedad se regula por el derecho para 
imponer a sus integrantes deberes y derechos que se derivan de la constitución de 
la misma, frente al estado y los asociados, de acuerdo a unos principios y reglas 
sociales y éticos, los cuales fundan el mismo derecho privado. 
 
 
• Relación Paterno – Filial 
 
 
El matrimonio es una comunidad de vida entre el hombre y la mujer que tiene 
como finalidad, la fidelidad, el socorro entre los cónyuges y la procreación; de la 
procreación se desprende la presunción establecida en el artículo 213 del Código 
Civil que reza que el hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión 
marital de hecho tiene como padres a los cónyuges o compañeros permanentes. 
 
 
8WIKIPEDIA. Paternidad. Disponible en: es.wikipedia.org/wiki/paternidad, Consultada el 10 octubre de 
2012. 
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• Definición del niño, la niña y los adolescentes 
 
 
La determinación legal de la edad debe entenderse sin perjuicio de lo que 
establece el  artículo 34 del Código Civil10, en cuanto define el niño o infante   
como la persona que no ha cumplido siete años, impúber, el que no ha cumplido 
catorce años; adulto, el que ha dejado de ser impúber; mayor de edad o 
simplemente mayor, el que ha cumplido dieciocho años y menor de edad o 
simplemente menor, el que no ha llegado a cumplirlos. En caso de duda sobre la 
mayoría o minoría de edad, se presumirá esta, y en caso de duda sobre la edad, 
se debe presumir la edad inferior; debiéndose en todo caso, por parte de las 
autoridades judiciales o administrativas, ordenar las prácticas de las pruebas para 
la determinación de la edad. 
 
 
Son sujetos y titulares de los derechos consagrados en  la Ley 1098 de 2006 
todas las personas menores de 18 años y conforme al Artículo 3º ibídem se 
entiende por niño o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente 
las personas entre 12 y 18 años de edad. 
 
6.2.2. INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR 
 
El interés superior ha sido establecido por la Ley 1098 de 200611 como principio 
rector para la protección integral de los niños , las niñas y los adolescentes, este 
consagrado inicialmente en la Declaración de los Derechos del Niño  y   
posteriormente incorporado en la Convención de los Derechos del Niño12 así : “En 
todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 
interés superior del niño.” ( Subrayado fuera de texto). 
 
 
La Corte Constitucional ha desarrollado este concepto, basándose en el carácter 
prevalente de los derechos  e intereses del menor  y en su  obligatorio 
cumplimiento por parte del Estado, la Familia y la Sociedad  es decir : “  en darle 
un trato equivalente a esa prevalencia que lo proteja de manera especial, que lo 
guarde de abusos y arbitrariedades y que garantice "el desarrollo normal y sano" 
 
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 CÓDIGO CIVIL. Editorial Legis. Año 2012. 
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 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Articulo 8º, Editorial Leyer, Por la cual se expide el 
Código de la Infancia y la Adolescencia. Año 2012. 
 
12





del menor desde los puntos de vista físico, sicológico, intelectual y moral y la 
correcta evolución de su personalidad.”13 
 
6.2.3. DEBERES DE LOS PADRES PARA CON LOS HIJOS 
 
La patria potestad se define en el artículo 288 del Código Civil como el conjunto de 
derechos que la Ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para 
facilitarles el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone, su ejercicio 
es conjuntamente de los padres y a falta de uno, el otro la ejercerá. 
 
 
Según el artículo 14 de la Ley 1098 de 2006 que se refiere a la responsabilidad 
parental como complemento de la patria potestad y como la obligación de cuidado, 
acompañamiento y crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su 
formación, todo lo anterior se entiende como una responsabilidad que está a cargo 
por el padre y la madre de familia para lograr la satisfacción de sus derechos. 
 
 
En consecuencia y como una institución de orden legal, la patria potestad 
convierte a los que la ostentan en los primeros responsables por el debido 
cumplimiento de las obligaciones, es decir de los deberes que la patria potestad y 
la responsabilidad parental establecen en los términos definidos en nuestro 
ordenamiento jurídico así:  
 
 
• Deber de crianza 
 
 
La legislación ha mantenido que debe ser proporcionado de tal manera que los 
niños, las niñas y los  adolescentes puedan desarrollarse de manera satisfactoria 
tanto física como intelectual, este deber comprende todo aquello que es necesario 
para la subsistencia del niño, la niña y el adolescente como lo es el vestuario, la 
alimentación, la vivienda, la salud, la recreación. 
 
 
• Deber de educación 
 
 
La EDUCACION comprende el deber de los padres de proporcionar a sus hijos los 
medios necesarios para que tengan una profesión u oficio, es decir que puedan 
acceder a conocimientos y prácticas para el desempeño de actividades que les 
permitan subsistir en su futuro.  
 
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Dicho deber está amparado por la Carta Política en el inciso 3 del artículo 67 al 
expresar esta: “El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la 
educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que 
comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica”14, 
es por lo anterior que no hay excusa para que un padre o madre de familia no 




• Deber de cuidado 
 
 
El deber de CUIDADO comprende todas aquellas situaciones en la que los hijos  
puedan llegar a necesitar del auxilio o cuidado de sus padres como lo son el 
estado de demencia e incapacidad, independientemente de que el niño, la niña o 
le adolescente alcance la mayoría de edad. 
 
6.2.4. OBLIGACIÓN DE ALIMENTOS  
 
• Definición de alimentos y su clasificación 
 
 
El derecho de alimentos15 es aquél que le asiste a una persona para reclamar de 
quien está obligado legalmente a darlos, lo necesario para su subsistencia, 
cuando no está en capacidad de procurársela por sus propios medios.  
 
 
Respecto de la clasificación el Código Civil  en el artículo 413 divide los  alimentos 
en dos clases: 
 
 
Congruos que son los que habilitan al alimentario para subsistir modestamente de 
un modo correspondiente a su posición social.  
 
 
Necesarios, son los que le dan lo que basta para sustentar la vida.  
Así mismo, pueden ser provisionales16, cuando se decretan como medida 
cautelar en el curso del proceso y definitivos, cuando se decretan en la 
providencia que pone fin al mismo. 
 
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• Titulares del derecho de alimentos 
 
 
En el numeral 2 del artículo 411 del Código Civil Colombiano se refiere a los 
titulares del derecho de alimentos así:  
Articulo 411. Titulares de derecho de alimentos: Se deben alimentos: 
 
2o) A los descendientes.” 
 
6.2.4.1. Proceso de Alimentos 
 
• Requisito de procedibilidad 
 
 
El artículo 40 de la Ley 640 de 2001, estableció sin perjuicio  del inciso 5º del 
artículo 35 ibídem como requisito de procedibilidad la conciliación en asuntos de 
familia, la cual deberá intentarse previa a la iniciación del proceso judicial.  
Igualmente el Decreto 4840 de 2007 precisó y modificó varios aspectos inherentes 
a la Ley 1098 de 2006, siendo de importancia en materia de conciliación el 
siguiente aspecto:  
 
“Artículo 8°. Conciliación extrajudicial en materia de familia. De 
conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 23 de 1991, 31 
de la Ley 640 de 2001 y 30 del Decreto 1818 de 1998, la conciliación 
extrajudicial en derecho de familia podrá ser adelantada ante los 
conciliadores de los centros de conciliación, ante los defensores y 
comisarios de familia, los delegados regionales y seccionales de la 
Defensoría del Pueblo, los agentes del Ministerio Público ante las 
autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia y ante los 
notarios en los siguientes asuntos: 
c) La fijación de la cuota alimentaria;…”17 
 
 
• Trámite y ejecución 
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Los procesos de alimentos se tramitan mediante el procedimiento consignado en 
el Titulo Tercero, Capitulo Tercero “de los alimentos”, del Decreto 2737 de 1989 en 
sus artículos 133 al 159. 
 
 
Igualmente la Ley 1098 de 2006 en su artículo 129 hace alusión al proceso de 
alimentos y a su  ejecución: 
 
ARTÍCULO 129. ALIMENTOS. En el auto que corre traslado de la demanda 
o del informe del Defensor de Familia, el juez fijará cuota provisional de 
alimentos, siempre que haya prueba del vínculo que origina la obligación 
alimentaria. Si no tiene la prueba sobre la solvencia económica del 
alimentante, el juez podrá establecerlo tomando en cuenta su patrimonio, 
posición social, costumbres y en general todos los antecedentes y 
circunstancias que sirvan para evaluar su capacidad económica. En todo 
caso se presumirá que devenga al menos el salario mínimo legal. 
(Subrayado fuera de texto). 
 
 
• Medidas especiales para el cumplimiento de la obligación alimentaria. 
 
 
De la misma manera  el artículo 130 del Código de la Infancia y la Adolescencia18, 
establece las medidas especiales para el cumplimiento de la obligación alimentaria 
que entre otras son:  
 
1. El descuento de la nómina que ordena el Juez de Familia conocedor del 
proceso de alimentos, al empleador consignando a ordenes del mismo, 
hasta el cincuenta por ciento (50%) del salario mensual del demandado, y 
hasta en el mismo porcentaje de sus prestaciones sociales. 
 
2. Cuando no sea posible el embargo del salario y de las prestaciones, pero 
se demuestra en el transcurso del proceso el derecho de dominio del 
demandado sobre bienes muebles o inmuebles, el Juez podrá decretar 
medidas cautelares de embargo y secuestro sobre ellos y hasta el 
cincuenta por ciento (50%) de los frutos que produzcan.  
 
 
• Salario mínimo 
 
 
“Salario19 mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a percibir para subvenir 









Por lo anterior, se denota entonces la protección de la legislación con el fin de 
cubrir con las necesidades del alimentario, en este caso en particular el menor, las 
garantías procesales que se han establecido frente a dichos procesos, procuran la 
materialización de los derechos y obligaciones constituidos desde la formación de 
la familia, que si bien por principios éticos y morales se deben cumplir, la realidad 
social demuestra que la intervención estatal es forzosa pues se deben crear las 
medidas necesarias para cumplir y estabilizar a quien se encuentra en debilidad 
manifiesta dentro de la convivencia, convirtiéndose así, además de una norma 
ética, una imposición legal; por ello, partiendo de que el estado económico y social 
no es permanente ni constante, los legisladores han previsto dicha situación 
incorporando la presunción establecida en el Código de infancia y adolescencia de 
acuerdo a las reglas de la lógica y la experiencia, para establecer una cuota de 
alimentos que sufrague las necesidades básicas.   
 
6.2.5. PRESUNCIÓN LEGAL DEL ARTÍCULO 129 CÓDIGO DE 
INFANCIA Y ADOLESCENCIA 
 
El artículo 129 establece que al momento de fijar cuota de alimentos, se presumirá 
en todo caso que el alimentante devengará un salario mínimo legal vigente, 
presunción que en efecto se presenta por razones de lógica y experiencia, pues 
este concepto es una regla que debería presentarse en la realidad, sin embargo, 
no es un principio eterno, pues las condiciones sociales, económicas no permiten 
que sea así. 
 
 
El presente proyecto de investigación, quiere entonces analizar el momento en el 
cual se determina que el alimentante no posee las condiciones económicas 
mínimas laboralmente establecidas en la legislación laboral, como lo es el salario 
mínimo legal vigente, o que de manera fraudulenta se insolvente sin ningún motivo 
en particular, con el fin de no cumplir con sus deberes legales y dependa de él un 
menor (alimentario), cuales son las medidas debe tomar el operador jurídico para 
no dejar al peticionario del derecho sin ese mínimo de garantías?, pues las 
disposiciones constitucionales protegen al niño, la niña y los adolescentes como 
derecho primario, fundamental y se establecen en sí mismas las 
responsabilidades de los padres con los hijos, es así como se construye la 
presunción legal del artículo 129. 
“Aplica el test de proporcionalidad sobre la medida a fin de 
determinar si la misma no apareja un desequilibrio excesivo entre 
las partes procesales, con afectación del núcleo esencial de los 
derechos que componen el debido proceso. A tales efectos, 
observa que la presunción legal consagrada en la parte final del 
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artículo 155 del Código del Menor, persigue que la cuota 
alimentaria se fije, por lo menos, con relación al salario mínimo 
legal. Una presunción que protege a la parte más débil de la 
relación procesal - el menor- de la carga de demostrar que quien se 
encuentra legal y constitucionalmente obligado a sostenerlo y 
educarlo devenga, al menos, el salario mínimo legal. Con ello se 
corrige, dijo la Corte, la desigualdad material entre las partes 
respecto de la prueba y, se evita que un eventual deudor de mala 
fe, pueda evadir sus más elementales obligaciones ocultando o 
disminuyendo una parte de su patrimonio. Además, desde la 
perspectiva material o sustantiva, la presunción estudiada se 
orienta a hacer efectiva la ineludible responsabilidad constitucional 
que tienen los padres respecto de los hijos, especialmente, en 
cuanto respecta a la obligación de cuidarlos, sostenerlos y 
educarlos mientras sean menores o impedidos”20 
 
 
Por lo anterior, y con el fin de que esta medida no sea desproporcional con las 
circunstancias del alimentante, pero de la misma forma sufrague la acreencia de 
alimentos que tiene el alimentario, se deben identificar cuáles son los criterios 
mínimos utilizados para dar respuesta a este problema jurídico planteado, pues si 
bien el demandado en un proceso de alimentos, puede desvirtuar dicha 
presunción, el alimentario demandante no puede cargar con dicha situación lo 
cual, acarrea que se debe realizar un juicio de proporcionalidad y así cumplir a 
cabalidad el derecho cierto. 
 
“Cuando en el proceso de alimentos no existe prueba para determinar 
el monto de los ingresos económicos del alimentante, el juez puede 
establecerlo discrecionalmente tomando en cuenta los factores 
generales señalados en la disposición y, si ello no es posible, en 
última instancia se presume que devenga al menos el salario mínimo 
legal. Esta presunción es legal o iuris tantum, y no de derecho o iuris 
et de iure, por ser aquella la regla general y por requerir las 
excepciones señalamiento expreso en la ley (Art. 66 del Código Civil), 
lo cual significa que las partes pueden desvirtuarla mediante las 
 
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 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala plena,  Sentencia C-055 de 2010. Magistrado Ponente, Dr. Juan Carlos 
Henao Perez, Bogotá, D. C., tres (3) de febrero de dos mil diez (2010). “ En este sentido, la jurisprudencia ha 
señalado que la noción del interés superior del menor, es, entre otras, una “caracterización jurídica 
específica” a favor de los niños, reconocible en sus derechos que prevalecen, y que le impone obligaciones 
para protegerlo de manera especial, de modo que lo guarde de abusos y arbitrariedades y garantice su 
desarrollo normal y sano desde los puntos de vista físico, psicológico, intelectual y moral y la correcta 





pruebas correspondientes. Dicha presunción presupone que el 
alimentante tiene capacidad económica, o sea, que dispone de unos 
ingresos económicos derivados de su trabajo, dependiente o 
independiente, o de rentas de capital.”21 
 
 
Dicha presunción legal ha sido objeto de diferentes interpretaciones y por ello ha 
despertado varias inconformidades pues se ha considerado que se violan los 
principios de presunción de inocencia y debido proceso, para lo que la Corte 
Constitucional ha reiterado: 
 
 
“en efecto, nada obsta para que el legislador, con el fin de dar 
seguridad a ciertos estados, situaciones o hechos jurídicamente 
relevantes y de proteger bienes jurídicos particularmente valiosos, 
respetando las reglas de la lógica y de la experiencia, establezcan 
presunción legales. En estos casos, la ley reconoce la existencia 
empírica de situaciones reiteradas y recurrentes, comúnmente 
aceptadas y elevarlas, por razones de equidad al nivel de 
presunciones”22 
 
Dicha presunción consagrada en la legislación, es una garantía propuesta en base 
a un juicio de razonabilidad, que le indica al Juez la mayor probabilidad de un 
estado o posición económica de un  individuo; al ser una presunción legal, admite 
prueba en contrario, por lo que si se logra demostrar que el ingreso es inferior al 
mínimo establecido, cambiaran las circunstancias de la pretensión inicial, sin 
embargo, en ningún momento se puede desamparar, en este caso en concreto al 
niño, la niña o los adolescentes sin la acreencia que posee a su favor, pues los 
derechos prevalentes y el interés del menor ratificados en convenios, normas 
constitucionales debe ser superior a cualquier elemento fáctico que se presente. 
Es así como la familia, el estado y los asociados deben procurar por el goce y 
disfrute de los derechos del menor y que estos puedan ejercer el derecho pleno 
del cual son titulares. 
 
 
“Las razones básicas de esta protección a los niños y a los 
adolescentes son: i) el respeto de la dignidad humana que, conforme 
a lo previsto en el Art. 1º de la Constitución, constituye uno de los 
fundamentos del Estado Social de Derecho colombiano; ii) su 
indefensión o vulnerabilidad, por causa del proceso de desarrollo de 
sus facultades y atributos personales, en su necesaria relación con el 
entorno, tanto natural como social, y, iii) el imperativo de asegurar un 
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Araújo Renteria, Bogotá, D. C., doce (12) de octubre de dos mil cuatro (2004).  
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futuro promisorio para la comunidad, mediante la garantía de la vida, 
la integridad personal, la salud, la educación y el bienestar de los 
mismos”23 
“iii) En lo concerniente al tercer aspecto, como se anotó, una de las 
condiciones para el reconocimiento del derecho de alimentos es la 
capacidad económica del demandado. Si por cualquier circunstancia 
éste carece de ella, esto es, no percibe  ingresos económicos, no es 
posible imponerle la obligación, con base en el principio jurídico 
milenario según el cual nadie está obligado a lo imposible (ad 
impossibilia nemo tenetur). 
Ello significa que para ese efecto es necesario que en el proceso se 
acredite tanto la existencia de dicha capacidad económica como el 
monto o cuantía de la misma.”24 
 
Por lo anterior, y en aras de garantizar y materializar el derecho de alimentos en 
donde se ponga de manifiesto la incapacidad económica del alimentante para 
cumplir con su deber,  debe entonces buscar el operador jurídico nuevas 
soluciones que propendan por mejorar la situación del acreedor (menor), y que no 
permita al deudor sustraerse de la obligación que le corresponde, por ello las 
diferentes corporaciones han establecido la posibilidad de que quien suministre los 
alimentos sean los abuelos tanto maternos como paternos conjuntamente. 
 
 
6.2.6. CRITERIOS AUXILIARES PARA LA FIJACIÓN DE CUOTA 
ALIMENTARIA EN INGRESOS MENORES AL SALARIO MÍNIMO 
LEGAL VIGENTE.  
 
Uno de los criterios adoptados por los operadores judiciales a la hora de imponer 
una cuota de alimentos donde el deudor principal padre o madre no tenga 
capacidad económica para sufragar dicha necesidad, será identificar otros 
patrimonios llamados a responder como los abuelos maternos o paternos. 
 
 
“Articulo 260. Obligaciones de los abuelos. La obligación de 















Así entonces, siempre y cuando se presenten los elementos facticos que permitan 
establecer que los llamados a dar alimentos son los abuelos, y demostrando la 
capacidad económica de los mismos, esta figura proporciona una estabilidad al 
menor para sufragar todas las necesidades, siempre y cuando el primer llamado a 
dar alimentos no suministre estos, o no se conozca el paradero de aquel. 
 
“además, con la ausencia del progenitor del menor y 
desconocer la demandante el paradero de aquél, obviamente 
que el papá del menor está totalmente desentendido de 
cumplir su obligación como tal, pues no ha proporcionado 
ayuda económica para el sostenimiento de ese menor, se 
evidencia la necesidad del menor de recibir dicha cuota 
alimentaria de su abuelo paterno.(…) obviamente estuvo bien 
declarar no probada la excepción de mérito de la inexistencia de la 
obligación, propuesta por el demandado.(fl.12) (subrayado y 
negrilla propia) 
De esta forma, entonces, el hecho que ni la madre ni los abuelos 
del menor pudieran dar razón del paradero del progenitor, 
constituyó razón suficiente para que los jueces accionados 
consideraran que la situación fáctica planteada se ajustaba a lo 
previsto en el art. 260 del Código Civil, sin que con ello se violara el 
orden establecido en el art. 416 del mismo estatuto. En efecto, la 
primera de las normas citadas establece que “la obligación de 
alimentar y educar al hijo que carece de bienes, pasa, por falta o 
insuficiencia de los padres, a los abuelos por una u otra línea 
conjuntamente.” 
Por consiguiente, con la finalidad de proteger la integridad personal 
del menor alimentario, los jueces no compartieron los argumentos 
del demandado quien interpretó la norma afirmando que el 
progenitor “no falta” puesto que aún vive, y que no se presenta la 
“insuficiencia” prevista en dicho artículo, toda vez que se tiene 
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De la misma forma, otro criterio que se podría identificar para que se evite la 
irresponsabilidad de los padres para sustraerse de la obligación de alimentos es la 
herramienta de alimentos provisionales, pues en primera medida es para 
garantizar la protección y derechos del menor dentro del proceso judicial, ya que si 
el demandante presenta prueba siquiera sumaria de la capacidad económica del 
alimentante, el Juez tiene la facultad de decretar como medida cautelar, los 
alimentos provisionales, y si este no tiene certeza del monto de los mismos, puede 
discrecionalmente usar la presunción dada por el legislador y así fijar la respectiva 
cuota,  la cual desarrolla la jurisprudencia así;  
 
 
“ La norma impugnada contempla que el juez decrete los alimentos 
provisionales “a solicitud de parte o de oficio”, lo que permite 
establecer que ella brinda una protección más amplia al interés 
superior del menor que la ofrecida con el solo decreto oficioso que 
plantea el demandante. En esta forma, en la eventualidad de que 
por omisión o desidia el juez no adopte dicha decisión, el 
demandante puede formular la petición y aquel tendrá el deber 
legal de considerarla y resolverla oportunamente, con un evidente 




Finalmente, con el trabajo de investigación se concreta la máxima protección 
constitucional sobre el niño, la niña y el adolescente, por lo que los operadores 
jurídicos deben poner mayor atención, con el fin de dar aplicación a las normas 
parte del bloque de constitucionalidad y demás jurisprudencia que sin lugar a 
dudas protegen al alimentario en su estado de indefensión; respecto a la 
presunción, es base principal para evitar la irresponsabilidad del padre hacia el 
hijo, pues por mandato ético y legal debe procurar por su desarrollo y bienestar y 
así sobreponer el derecho del menor frente al alimentante, sin embargo siendo 
esta una presunción legal permite prueba en contrario, lo cual significa que se 
permite demostrar la incapacidad económica, sin que eso signifique que el menor 
quedará desprotegido para su subsistir.  
 
6.2.6.1. Criterios Utilizados por los Cuatro Jueces de Familia del Municipio 
de Pereira para la Fijación de Cuota de Alimentos en Ingresos 
Inferiores al Salario Mínimo Legal Vigente. 
 
Con el fin de cumplir con el objetivo principal de este proyecto de investigación, e 
identificar los criterios auxiliares empleados por los Jueces de familia de la ciudad 
de Pereira, para la fijación de cuota alimentaria cuando el salario base sea inferior 
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al mínimo legal vigente, se realizó una investigación con los cuatro operadores 
jurídicos de la jurisdicción de familia y se les efectuó la siguiente pregunta: 
 
¿Cuándo el salario base para la fijación de cuota de alimentos es 
inferior al salario mínimo legal vigente, cuales son los criterios utilizados 
por usted frente a este problema jurídico? 
 
 
- Juez Primero de Familia 
 
 
Para este operador jurídico la fijación de cuota de alimentos se realiza teniendo en 
cuenta las pruebas sobre la capacidad económica del alimentante que se 
presenten en la demanda tales como certificado de cámara y comercio, matricula 
inmobiliaria, certificaciones laborales etc.,  todos aquellos documentos en los 































Si no se tiene una prueba contundente de la capacidad económica se aplica la 
presunción legal del artículo 129 de la Ley 1098 de 2006, siempre y cuando se 
esté respetando el interés superior de los niños las niñas y los adolescentes. 
Como criterio para imposición de cuota de alimentos cuando se presente dicha 
situación, tiene en cuenta la sentencia C- 388 de 2000 en la cual la Corte 
Constitucional expresó:  
 
“8. Desde una perspectiva procesal o adjetiva, la presunción legal 
consagrada en la parte final del artículo 155 del Código del Menor, 
persigue que la cuota alimentaria se fije, por lo menos, con relación al 
salario mínimo legal. En efecto, dicha presunción releva a la parte más 
débil - el menor - de la carga de demostrar que quien se encuentra legal 
y constitucionalmente obligado a sostenerlo y educarlo devenga, al 
menos, el salario mínimo legal. De esta manera, se logran dos objetivos 
procesales importantes. En primer lugar se corrige la desigualdad 
material entre las partes respecto de la prueba y, en segundo término, 
se evita que un eventual deudor de mala fe, pueda evadir sus más 
elementales obligaciones ocultando o disminuyendo una parte de su 
patrimonio. Con lo anterior, la ley tiende a garantizar,  en el peor de los 
casos, el pago de una cuota alimentaria mínima vinculada al nivel de 



















Lo que busca este operador al aplicar la presunción es evitar que el padre de 
familia se desligue de la obligación alimentaria, es decir imponerle una cuota de 
alimentos partiendo de la base que devenga al menos un salario mínimo legal que 
satisfaga las necesidades de los menores y se garanticen sus derechos de 
acuerdo al interés superior y a la prevalencia de los mismos. 
 
 
- Juez Segundo de Familia  
 
 
Cuando se tengan elementos que ayuden a determinar que el demandado tiene 
capacidad económica para responder con la cuota de alimentos o al menos tiene 
un empleo con el que pueda responder, se le fija la cuota de alimentos aplicando 
la presunción establecida en el artículo 129 de la Ley 1098 de 2006, caso muy 
diferente si el demandado llegase a desvirtuar dicha presunción probando que no 

















11. La presunción establecida en el artículo 155 del Código del Menor puede 
ser desvirtuada por el deudor. En efecto, dicha disposición no implica una 
ficción incontrovertible, sino una carga procesal que se impone al alimentante 
dada la importancia de los derechos de su contraparte en el proceso de 
alimentos - el menor -, y la desigualdad material que existe entre las partes 
respecto del acceso a la prueba. En este sentido, el sujeto afectado puede 
utilizar los recursos que estén a su alcance para demostrar que no devenga el 
salario mínimo legal. Dado que nadie está obligado a lo imposible (CC art. 
416), al desvirtuar la presunción, el juez queda obligado a inaplicarla o a 
relevar al deudor del pago de la cuota fijada en virtud de un patrimonio que no 
corresponde a su realidad económica. Como lo ha reconocido la Corte, la 
carencia de recursos económicos impide la exigibilidad de la obligación civil.”
Para este operador jurídico es de fundamento para la imposición de cuota de 
alimentos, la sentencia C- 388 de 2000 en la cual la Corte Constitucional expresó: 
11. La presunción establecida en el artículo 155 del Código del Menor puede ser 
desvirtuada por el deudor. En efecto, dicha disposición no implica una ficción 
incontrovertible, sino una carga procesal que se impone al alimentante dada la 
importancia de los derechos de su contraparte en el proceso de alimentos - el 
menor -, y la desigualdad material que existe entre las partes respecto del acceso 
a la prueba. En este sentido, el sujeto afectado puede utilizar los recursos que 
estén a su alcance para demostrar que no devenga el salario mínimo legal. Dado 
que nadie está obligado a lo imposible (CC art. 416), al desvirtuar la presunción, 
el juez queda obligado a inaplicarla o a relevar al deudor del pago de la cuota 




















Juez Tercero de Familia  
 
Para este operador jurídico en los procesos de fijación de cuotas de alimentos, 
cuando no hay certeza  de la capacidad económica del alimentante se aplica como 
tal la presunción legal establecida en el artículo 129 del Código de la Infancia y de 
la Adolescencia, ya estando en manos del demandado desvirtuar dicha 
presunción, probando que devenga menos del salario mínimo legal o que se 
encuentra desempleado o imposibilitado para cumplir con la obligación. Toda vez 























Como lo ha reconocido la Corte, la carencia de recursos económicos 
impide la exigibilidad de la obligación civil.”   
 
Cuando se tengan elementos que ayuden a determinar que el demandado tiene 
capacidad económica para responder con la cuota de alimentos o al menos tiene 
un empleo con el que pueda responder se le fija la cuota de alimentos aplicando 
la presunción establecida en el artículo 129 de la Ley 1098 de 2006, caso 
muy diferente si el demandado llegase a desvirtuar la presunción probando 
que no tiene ingresos porque no es un empleado  o es un incapaz casos en 
los cuales se abre paso para que el alimentario pueda reclamar los 
alimentos a sus abuelos paternos y maternos conjuntamente en virtud al 
artículo 260 de nuestro Código Civil, siempre y cuando estos tengan las 
condiciones adecuadas para asumir los alimentos en todo o en parte. 
 
 Igualmente como criterio para imposición de cuota de alimentos cuando se 
presente dicha situación, tiene en cuenta la sentencia C- 388 de 2000 en la cual 
la Corte Constitucional expresó:  
 
“ 11. La presunción establecida en el artículo 155 del Código del Menor 
puede ser desvirtuada por el deudor. En efecto, dicha disposición no 
implica una ficción incontrovertible, sino una carga procesal que se 
impone al alimentante dada la importancia de los derechos de su 
contraparte en el proceso de alimentos - el menor -, y la desigualdad 
material que existe entre las partes respecto del acceso a la prueba. En 
este sentido, el sujeto afectado puede utilizar los recursos que estén a su 
alcance para demostrar que no devenga el salario mínimo legal. Dado que 
nadie está obligado a lo imposible (CC art. 416), al desvirtuar la 
presunción, el juez queda obligado a inaplicarla o a relevar al deudor del 
pago de la cuota fijada en virtud de un patrimonio que no corresponde a 
su realidad económica. Como lo ha reconocido la Corte, la carencia de 






Es decir este tema es más que probatorio toda vez que la carga de la prueba está 
a cargo del demandado, ya si en el transcurso del proceso no se llegase a 
presentar pruebas sobre sus ingresos se aplicara como tal la presunción 
establecida en el artículo 129 del Código de la Infancia y de la Adolescencia.  
 
 
- Juez Cuarto de Familia  
En la práctica judicial se da aplicación la sentencia C- 994 de 2004 la cual  la 
Corte Constitucional declaró la exequibilidad de la expresión demandada “siquiera 




















Por el contrario, la interpretación de la citada expresión que se ajusta a los mencionados 
principios constitucionales es aquella en el sentido de que el decreto de alimentos 
provisionales requiere que el demandante aporte con la demanda al menos prueba 
siquiera sumaria de la existencia de la capacidad económica del demandado y que si 
aquel no aporta también prueba del monto de la misma, mediante una interpretación 
sistemática el juez deberá aplicar la disposición contenida en el Art. 155 del mismo Código 
del Menor en virtud del cual se presumirá legalmente que el alimentante devenga al 
menos el salario mínimo legal. Lógicamente, por la naturaleza de esta presunción, las 
partes podrán desvirtuarla con la prueba contraria, tanto en el sentido de que dicha 
capacidad es mayor, como en el sentido de que ella es menor. 
Lo anterior significa que pueden presentarse tres (3) situaciones: 
1. Que no exista prueba siquiera sumaria de que el demandado tiene recursos 
económicos, caso en el cual no es procedente que el juez le imponga la 
obligación de dar alimentos provisionales. 
2. Que esté demostrado siquiera sumariamente que el demandado tiene recursos 
económicos y también cuál es su cuantía, evento en el cual el juez debe 
imponerle la obligación de dar alimentos provisionales, de conformidad con el 
contenido de dichas pruebas y las normas legales sobre su apreciación. 
3. Que exista prueba siquiera sumaria de que el demandado tiene recursos 
económicos pero no exista dicha prueba sobre su cuantía, supuesto en el cual el 
juez debe imponerle la obligación de dar alimentos provisionales, con base en lo 
dispuesto en el  Art. 155 del Código del Menor, en virtud del cual se presume 
legalmente que aquel devenga al menos el salario mínimo legal. 
Jurisprudencia que ha sido utilizada por este operador jurídico, toda vez y por cuanto la 
Ley habla de presunciones como es la que se refiere la sentencia mencionada , para 
llegar a ella, el legislador estableció que debe estar probado el supuesto de hecho que ella 



















Dadas las entrevistas anteriores, se infiere que lo que buscó el legislador en el 
artículo 129 del Código de la Infancia y de la Adolescencia, fue proporcionar al 
operador jurídico una herramienta al momento de fijar una cuota de alimentos al 
padre que devengara menos de un salario mínimo legal, pues es una condición 
que en estos días se presenta, sin embargo, se da lo anterior con el fin de evitar la 
violación a los derechos de los niños, las niños y los adolescentes de acuerdo al 
principio del interés superior y la prevalencia de los mismos. 
 
 
Igualmente se acoge a esta jurisprudencia toda vez que como los alimentos para los 
niños, las niñas y los adolescentes son derechos fundamentales, razón por la cual se 
debe buscar su protección inmediata, las normas que los regulan deben aplicarse e 
interpretarse a la luz del principio del interés superior del menor. 
Es por lo anterior y de acuerdo a la expresión “ En todo caso se presumirá que devenga 
el salario mínimo legal”, se debe de interpretar en el sentido, que si no es posible 
establecer los ingresos del demandado alimentante, la última alternativa que tiene el 
operador jurídico para hacer efectiva esa obligación , es presumir que como aquel tiene 
una obligación inaplazable, deberá generar ingresos para ello, dedicándose a alguna 
actividad en que deberá devengar por lo menos el salario mínimo legal vigente. Ello para 
que no se vuelva a presentar situaciones en las que el demandado era exonerado de 
suministrar alimentos bajo los argumentos de no tener un empleo, ni ingresos 
provenientes de su patrimonio. 
En la actualidad en los proc sos de alimentos p ra fijación de la cuota de alimentos 
cuando no es posible determinar los ingresos d l alimentante, se fija la cuota de acuerdo 
la presunción y se fija sobre el salario mínimo legal vigente, siempre respeta do el 
espíritu de la norma, ya si los ingresos del demandado no ascienden al salario mínimo 






6.3. MARCO JURÍDICO 
 
BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD  
 
 
Los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes han sido establecidos y 
protegidos por el Derecho Internacional mediante la aprobación de Convenios y 
Tratados suscritos y debidamente ratificados por Colombia, como los son:  
 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos de 194828, en su artículo 25, 
Núm. 2, establece que: 
 
"la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados de asistencia 
especiales", y que "todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera 
de matrimonio, tienen derecho a igual protección social". 
 
 
De la misma manera, el Principio 2 de la Declaración de los Derechos del 
Niño29, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
Noviembre de 1959, establece que: 
 
 
"el niño gozará de una protección especial y dispondrá de 
oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por 
otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, 
espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en 
condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, 
la consideración fundamental a que se atenderá será el interés 
superior del niño".  
 
 
Igualmente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos30, adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966 y aprobado en 
Colombia mediante la Ley 74 de 1968, dispone en su Art. 24, Núm. 1, que: 
 
 
"todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
 
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 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. 
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 Proclamada por la  Asamblea general de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959. 
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económica o nacimiento, a las medidas de protección que su 
condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de 
la sociedad y del Estado". 
 
 
De la misma manera, el Art. 10, Núm. 3, del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales31, adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 1966 y aprobado en Colombia mediante la Ley 74 de 1968, 
prevé que, "se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia a 
favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de 
filiación o cualquier otra condición". 
 
 
En el mismo sentido, el Art. 19 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, suscrita en San José, Costa Rica, en 1969 y aprobada en Colombia 
mediante la Ley 16 de 1972, contempla que, "todo niño tiene derecho a las 
medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado". 
 
 
Posteriormente, en la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989 y 
aprobada en Colombia mediante la Ley 12 de 1991, se convino: 
 
Artículo 1 
Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño 
todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en 
virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la 




1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior 
del niño  
 
 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la 
protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 
teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores 
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u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, 





1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al 
niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el 
abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los 
padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo. 
 
 
De lo anterior se desprende la protección especial al interés superior del niño, la 
niña y los adolescentes. 
 
 
CONSTITUCIÓN POLITICA  
 
 
La Constitución Política de 1.991, como norma de normas, consagra en su 
articulado, todos los derechos fundamentales, prestacionales, entre otros, de los 
cuales gozan los ciudadanos colombianos, para el tema a tratar sobresalen los 
artículos 1, 5, 42, 44, 45. 
 
 
En el articulo 4232 consagra “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. 
Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre 
y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 
 El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 




Sobre el reconocimiento que hace la Carta Política como normas de normas a la 
Familia como Institución Básica de la Sociedad, la  Sala Plena de la Corte 
Constitucional, consideró:  
 
“El régimen constitucional de la familia, cuya piedra angular es el 
artículo 42, en concordancia con el artículo 5°, busca hacer de esta 
institución el ámbito adecuado para que dentro de un clima de 
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respeto, no violencia, e igualdad, sus integrantes puedan 
desarrollarse a plenitud como seres humanos, con la garantía de 
intimidad que permita el transcurso de la dinámica familiar sin la 
intromisión de terceros. Busca, así mismo, lograr un equilibrio entre 
la estabilidad necesaria para el desarrollo de sus miembros con la 
dignidad y el libre desarrollo de la personalidad a que tienen 
derecho cada uno de sus integrantes, aspecto éste donde cobra 
especial importancia la existencia de un ambiente de respeto por 
cada persona y de libre expresión de los afectos y emociones. 
Porque la Constitución Nacional reconoce en la familia una 
institución esencialmente dinámica y vital, donde cobran 
especial importancia los derechos fundamentales al libre 
desarrollo de la personalidad, la libertad de conciencia, el 
derecho a la intimidad.33(Subrayado fuera de texto). 
 
 
Es por lo anterior que el reconocimiento que le hace nuestra Constitución Política 
a la Familia como Institución Básica de la sociedad,  conlleva a la unidad y a la 
permanencia de un ambiente de lleno de respeto,  para así, al momento de 
tomarse la decisión de pareja de procrear  hijos, estos gocen de todos sus 
derechos y garantías que el estado y los integrantes de la familia están en el deber 
ético y legal de proveer.  
 
 
Igualmente en su artículo 44 se establece que: 
 
 
“ Son derechos fundamentales de los niños: “la vida, la integridad 
física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos 
contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 
ratificados por Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir 
y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 
integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona 
puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la 
sanción de los infractores. 
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Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de 
los demás”.34 (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
 
Igualmente haciendo referencia a los adolescentes, establece para estos: 
 
 
“El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral .El Estado y la sociedad garantizan la participación activa 
de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a 
cargo la protección, educación y progreso de la juventud”.35 
 
 
6.3.1. MARCO LEGAL  
 
 
De la misma forma la ley 1098 de 2006, mediante la cual se expide el Código de 
Infancia y la adolescencia que desarrolla todo el articulado fuente bibliográfica que 
se relaciona en todo el proyecto de investigación, pues suministra toda la 
información necesaria para obtener cada una de las garantías que recaen en 
cabeza del actor (la niña, el niño y el adolescente). 
 
 
Respecto a la normatividad interna referente al tema, el Código Civil desarrolla en 
sus artículos 34, 213, 253, 411, 413 entre otros, las generalidades y conceptos 
concernientes a los alimentos y los deberes que se derivan de esta obligación. 
 
 
Por su parte, el Decreto Ley 2737 de 198936, por medio del cual se expidió el 
Código del Menor, en su Título Tercero reguló con carácter especial, lo 
concerniente a los alimentos del menor; regulación que está vigente por expreso 
mandato del artículo 217del Código de la Infancia y la Adolescencia contenido en 
la Ley 1098 del año 2006. 
 
 
Finalmente el Decreto 4840 de 2007por el cual se reglamentaron varios de los 
artículos de la Ley 1098 de 2006. Así:  
 
 
“Artículo  8°. Conciliación extrajudicial en materia de familia, la 
conciliación extrajudicial en derecho de familia podrá ser 
adelantada ante los conciliadores de los centros de conciliación, 
 
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ante los defensores y comisarios de familia, los delegados 
regionales y seccionales de la Defensoría del Pueblo, los agentes 
del Ministerio Público ante las autoridades judiciales y 
administrativas en asuntos de familia y ante los notarios en los 
siguientes asuntos: 
 
c) La fijación de la cuota alimentaria; ( Subrayado fuera de texto).…”37 
 
6.3.2. JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
De la misma manera el presente tema de investigación ha sido abordado desde la 
óptica jurisprudencial, por lo que las diferentes corporaciones han considerado lo 
siguiente: 
Juicio de razonabilidad de la disposición demandada 
“… 
6. La disposición demandada establece que, en el proceso de 
alimentos, cuando no resulte posible acreditar el monto de los 
ingresos del alimentante, se deberá presumir que devenga, al 
menos, el salario mínimo legal. Se pregunta la Corte si la 
presunción legal que se analiza, es razonable. En otras palabras, si 
la misma responde a las leyes de la lógica o de la experiencia. 
Por lo anterior, el juicio de razonabilidad de una norma que 
consagra una presunción legal se supera, simplemente, al verificar 
que, según las reglas de la experiencia, es altamente probable que, 
de ocurrir el hecho base o antecedente, se presente el hecho 
presumido. La probabilidad se define, principalmente, a partir de 
datos empíricos. No obstante, en algunas circunstancias, el 
legislador puede encontrar probable la conducta que, según el 
ordenamiento jurídico, debe seguir un sujeto razonable (o lo que en 
derecho civil aún hoy se denomina un buen padre de familia). En 
consecuencia, para consagrar una determinada presunción, la ley 
puede tener en cuenta expectativas sociales adecuadamente 
fundadas, siempre que tales expectativas puedan ser 
razonablemente satisfechas. Así por ejemplo, si una persona es 
 
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propietaria de una porción importante de tierra fértil, el legislador 
puede establecer la presunción legal de que el propietario ha 
puesto a producir, al menos, una parte de dicho terreno. En efecto, 
sólo de esta manera se estarían satisfaciendo las expectativas 
sociales legítimamente fundadas en la función social que por 
mandato constitucional debe tener el ejercicio del derecho de 
propiedad[3]. No obstante, tratándose de una presunción legal, la 
persona afectada tendrá siempre la oportunidad de demostrar la 
inexistencia del hecho presumido. 
11. La presunción establecida en el artículo 155 del Código del 
Menor puede ser desvirtuada por el deudor. En efecto, dicha 
disposición no implica una ficción incontrovertible, sino una carga 
procesal que se impone al alimentante dada la importancia de los 
derechos de su contraparte en el proceso de alimentos - el menor -, 
y la desigualdad material que existe entre las partes respecto del 
acceso a la prueba. En este sentido, el sujeto afectado puede 
utilizar los recursos que estén a su alcance para demostrar que no 
devenga el salario mínimo legal. Dado que nadie está obligado a lo 
imposible (CC art. 416), al desvirtuar la presunción, el juez queda 
obligado a inaplicarla o a relevar al deudor del pago de la cuota 
fijada en virtud de un patrimonio que no corresponde a su realidad 
económica. Como lo ha reconocido la Corte,…”38 
De la misma manera, la Corte Constitucional con el fin de legitimar la obligación 
alimentaria en Sentencia del 20 de mayo de 1997, , expreso sobre la obligación 
de alimentos:   
“2. La obligación alimentaria está jurídicamente regulada. 
En esencia, la obligación alimentaria no difiere de las demás 
obligaciones civiles. Ella presupone (como las otras) la existencia 
de una norma jurídica y una situación de hecho, contemplada en 
ella como supuesto capaz de generar consecuencias en derecho, 
v.gr. el tener descendientes y encontrarse en ciertas circunstancias 
económicas. Su especificidad radica en su fundamento y su 
finalidad, pues, dicha obligación aparece en el marco del deber de 
solidaridad que une a los miembros más cercanos de una familia, y 
tiene por finalidad la subsistencia de quienes son sus beneficiarios.  
El deber de asistencia alimentaria se establece sobre dos 
requisitos fundamentales: la necesidad del beneficiario y la 
capacidad del deudor, quien debe ayudar a la subsistencia de 
 
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sus parientes, sin que ello implique el sacrificio de su propia 
existencia.(Subrayado y negrilla propia) 
Los términos de la obligación aparecen regulados en la ley, que 
contiene normas sobre los titulares del derecho, las clases de 
alimentos, las reglas para tasarlos, la duración de la obligación, los 
alimentos provisionales (arts. 411 a 427 del Código Civil); el 
concepto de la obligación, las vías judiciales para reclamarlos, el 
procedimiento que debe agotarse para el efecto, (arts. 133 a 159 
del Código del Menor), y el trámite judicial para reclamar alimentos 
para mayores de edad (arts. 435 a 440 Código de Procedimiento 
Civil).  
Este conjunto de disposiciones permite al beneficiario el hacer 
efectivos sus derechos, cuando el obligado elude su 
responsabilidad. 
En síntesis, cada persona debe velar por su propia subsistencia y 
por la de aquellos a quienes la ley le obliga. El deber de asistencia 
del Estado es subsidiario, y se limita a atender las necesidades de 
quienes se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta.”39 
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6.4. OTROS MARCOS 
 
6.4.1. MARCO HISTÓRICO 
 
6.4.1.1. Derecho de Alimentos en el Derecho Romano 
 
Desde una extensa mirada el derecho de alimentos está concebido desde la 
fuente principal del derecho actual, el Derecho Romano, si bien diferentes 
acepciones no han tenido una variación considerable, definitivamente otras han 
avanzado en la legislación Colombiana, por ello, el derecho de alimentos a 
existido desde el mismo momento que la institución de la familia se fortalece social 




“La obligación del padre respecto a los hijos, deriva, 
originariamente, de la patria potestad y dentro del marco de los 
deberes éticos. La prestación de alimentos en sentido estricto -
según parte de la doctrina- comienza a esbozarse con Antonino Pio 
(138-161), el cual le presta cierta atención en algunos rescriptos y 
no parece tomar la forma adecuada hasta la serie de normas 
concernientes a esta materia bajo el principado de Marco Aurelio 
(161-180)… Desde los primeros momentos en los que al parecer 
los juristas reflejaban la idea de nutrir, sustentar y suministrar 
víveres, se va asumiendo en general una extensión de su 
contenido: alojamiento, cama, vestido, calzado…”40 
“Podemos hablar, sin grandes dudas, de la existencia de una 
obligación de alimentos -recíproca- en derecho clásico; en principio, 
entre ascendientes y descendientes en línea recta. La relevancia 
que atribuye Ulpiano al efecto de la consanguinidad, justifica por sí 
misma la extensión de la prestación de alimentos tanto a los 
ascendientes de sexo viril, como a los ascendientes maternos. Si 
situamos este tipo de obligación recíproca -probablemente en la 
época clásica imperial- también entre padres e hijos, emancipados 




 ALBURQUERQUE SACRISTÁN.  Juan miguel,  Prestación de alimentos en el derecho Romano. 







Así las cosas, se evidencia la transcendencia del derecho de alimentos, pues es 
un derecho inherente a la creación de la familia como institución desde una 
perspectiva cultural, social y política, como fuerza creado de la sociedad y 
acreedora de derechos y deberes.  
 
 
Desde el derecho Romano la institución de la familia siempre ha estado bajo la 
potestad de un pater familias, quien ha tenido la responsabilidad de mantener el 
orden bajo la misma, y este sometimiento se evidencia con  el mismo derecho que 
en esta época amparaba a un solo miembro de la familia, este concepto no es el 
mismo a lo que en la actualidad se entiende para esta institución, sin embargo, de 
ella se han desprendido algunos derechos que persisten en estos días; igualmente 
es así como el derecho de alimentos a existido desde los primeros siglos, en el 
cual el alimentante siempre ha sido deudor del alimentario. 
 
 
“En cuanto al origen del deber de alimentos a los parientes, no aparece 
configurado como tal hasta después de comenzar la era cristiana. 
Conocemos, porque el digesto se refiere a él, la existencia de un rescripto 
de Antonino Pió (138-161) en el que se obliga a los parientes a darse 
alimentos recíprocamente. La obligación comprendía a los consanguíneos 
legítimos en línea directa ascendiente o descendiente”42 
 
 
La presunción entonces objeto en primera medida de esta investigación, es una 
garantía para el alimentario que le atribuye una acreencia, con el fin de que no 
haya un deterioro en el bienestar de quien lo necesita, contribuye para que el 
derecho de alimentos se materialice de acuerdo a la realidad social que se vive, 
sin embargo esta presunción plasmada en el artículo 129 del Código de la infancia 
y de la adolescencia contempla en sí un vacío jurídico para quien devenga un 
salario inferior al mínimo legal vigente. Esta presunción ha sido desarrollada en 
Colombia mediante jurisprudencia de la corte constitucional que se atenderá en el 
marco jurídico de la investigación. 
 
6.4.1.2. Derechos del Menor y el Derecho de Alimentos. 
 
La primera herramienta de carácter general  y garantista que se instituye para los 
derechos de los menores y que impulsa grandes modificaciones en las 
legislaciones de varios países, incluido Colombia, en  lo referente a su ubicación 
como sujetos activos, titulares de derechos  y por consiguiente capaces de adquirir 
responsabilidades dentro de su entorno social, es la Convención Internacional 
 
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sobre los Derechos del Niño, definida esta históricamente como  el código 
universal de los derechos de los niños, que envuelve en sí, la obligatoriedad para 
los países que la acogen; contiene 54 artículos que  reúne en un sólo tratado 
todos los asuntos pertinentes a los derechos de los niños.  
 
 
La Convención constituye el marco fundamental a partir del cual los gobiernos 
desarrollan la normatividad y políticas para el cuidado y protección de la niñez y la 
adolescencia. El Congreso de la República de Colombia, la ratificó por medio de la 
ley número 12 de 199143. 
 
 
En este orden de ideas, señala la Convención en su Preámbulo:  
 
“Recordando que en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene 
derecho a cuidados y asistencia especiales.  Convencidos de que 
la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural 
para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en 
particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia 
necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades 
dentro de la comunidad. Reconociendo que el niño, para el pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno 
de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión.  
Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para 
una vida independiente en sociedad y ser educado en el espíritu de 
los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en 
particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, 
igualdad y solidaridad. (…)Teniendo presente que, como se indica 
en la Declaración de los Derechos del Niño, "el niño, por su falta de 
madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 




Igualmente la Convención interamericana sobre obligaciones alimentarias, que 
tuvo por objeto determinar la aplicación del derecho en las obligaciones 
alimentarias, la competencia y el procedimiento internacional cuando el acreedor 
de alimentos tuviera su domicilio, bienes o ingresos en otro Estado Parte. 
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adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989", Enero 22 de 1991. 
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Colombia la aprobó mediante la Ley 449 de 199845, la cual era aplicable a las 
obligaciones alimentarias respecto de menores que por su calidad de tales y a las 




De lo anterior se establece que son varias las conceptualizaciones de orden 
social, político, cultural que sustentan una nueva mirada que permiten posicionar 
al menor en la realidad social, consolidando un sistema basado en la garantía de 
sus derechos; es decir, a partir de las convención se abrió paso para la protección 
integral, que ubica a los niños, a las niñas y a los adolescentes como sujetos 
activos, titulares de derechos y capaces de adquirir responsabilidades acorde a su 
estado de madurez, mas importante aun el reconocimiento desde un ámbito 
internacional y generalizado, del estado de vulnerabilidad en el que un menor se 
encuentra respecto a sus necesidades.  
 
 
Igualmente en el ámbito nacional, adoptadas las medidas, contenidos y principios  
internacionales,  trabajando conjuntamente con las normas ratificadas parte del 
bloque de constitucionalidad, se reglamentan diferentes medidas para la 
protección del niño, la niña y los adolescente, en principio basados en el mandato 
constitucional, y por consiguiente adoptadas en las demás leyes, con la creación 
del Código de la Infancia y Adolescencia46, Código del Menor47, Código Civil, entre 
otras disposiciones que hacen parte del Marco Jurídico y reglamentan el caso 














45CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 449 de 1998, Por medio de la cual se aprueba la "Convención 
Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias", hecha en Montevideo, el quince (15) de julio de mil 
novecientos ochenta y nueve (1989). Diario Oficial No. 43.360, de 11 de agosto de 1998. 
 
46COLOMBIA.CODIGO DE LA INFANCIA Y  ADOLESCENCIA. Ley 1098 de 2006, de Noviembre 8, Por 
medio del cual se expide el Código de la Infancia y Adolescencia. 
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7. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
 
7.1. ENFOQUES DE LA INVESTIGACIÓN  
 
7.1.1.  Investigación Jurídica 
 
Para el Jurista y Escritor Mexicano, Héctor48 Fix-Zamudio, define la investigación 
jurídica como “la actividad intelectual que pretende descubrir las soluciones 
jurídicas adecuadas para los problemas que plantea la vida social de nuestra 
época, cada vez más dinámica y cambiante, lo que implica también la necesidad 
de profundizar en el análisis de dichos problemas, con el objeto de adecuar el 
ordenamiento jurídico a dichas transformaciones sociales, aun cuando 
formalmente parezca anticuado”. 
 
 
Es Jurídica la presente investigación ya que se analizaran las situaciones jurídicas 
por las cuales los Jueces de Familia de Pereira tienen que emplear unos  criterios 
auxiliares,  que solucionen los  problemas de imposición de cuota de alimentos 
cuando los ingresos del alimentante sean inferiores al salario mínimo legal vigente, 
desde el contexto del ordenamiento jurídico colombiano, por lo cual este proyecto 
de investigación pretende ser fuente de consulta para quienes necesiten resolver 
dicho problema jurídico y de la misma forma, mediante el análisis y la 
interpretación contribuir al desarrollo de la normatividad. 
 
7.2. TIPOS DE INVESTIGACION 
 
7.2.1.  Investigación Explorativa 
 
Según Roberto Hernández Sampieri49 en su obra Metodología de la Investigación 
en el capítulo 4 se refiere a los tipos de estudios entre ellos el exploratorio de la 
siguiente manera:  
 
 
“Los estudios exploratorios se efectúan, normalmente cuando el 
objetivo es examinar un tema o problema de investigación poco 
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estudiado o que no ha sido abordado antes. Es decir, cuando la 
revisión de la literatura reveló que Únicamente hay guías no 




De lo anterior el tipo de estudio en la presente investigación, es EXPLORATIVO, 
toda vez que se pretende analizar y explicar, un problema poco estudiado para 
establecer de que  manera los Jueces de Familia de Pereira adoptan criterios 
auxiliares para la imposición de la cuota de alimentos,   en ingresos inferiores al 
salario mínimo legal vigente teniendo en cuenta la interpretación que de la norma 
se da por parte de los operadores jurídicos en el Municipio de Pereira y cuál fue el 
querer del legislador al momento de adoptar las normas contempladas en la ley 
1098 de 2006 y específicamente en la parte final del inciso primero del artículo 
129. 
 
7.3. MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
7.3.1.  Análisis y Síntesis  
 
En la presente investigación se analizaran los criterios auxiliares empleados por 
los Jueces de Familia de la ciudad de Pereira en la imposición de la cuota de 
alimentos, en ingresos inferiores al salario mínimo legal vigente. 
 
La síntesis establece mentalmente la unión entre las parte previamente 
analizadas y posibilita descubrir las relaciones esenciales y 
características generales entre ellas. La síntesis se produce sobre la base de los 
resultados obtenidos previamente en el análisis. 
 
 
7.4. FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE LA 
INFORMACIÓN   
 
Para el desarrollo metodológico del proyecto de investigación titulado “Criterios 
Auxiliares Empleados Por Los Jueces De Familia De La Ciudad De Pereira En 
La Imposición De La Cuota De Alimentos, En Ingresos Inferiores Al Salario 
Mínimo Legal Vigente”, se utilizaron diferentes fuentes de estudio que permiten 







7.4.1. Fuentes Primarias 
 
Entrevistas con los cuatro Jueces de Familia de la ciudad de Pereira. 
  
7.4.2. Fuentes Secundarias 
 
Sentencias de la Corte Constitucional , libros sobre derecho de Familia, 
Constitución Política de Colombia, Código de Infancia y Adolescencia, Código 
Civil, trabajos de investigación sobre el derecho de alimentos, publicaciones , 
boletín estadístico obtenido del periódico de circulación local como La Tarde, 
todos los anteriores tanto en sus versiones impresas como electrónicas.  
 
7.5. LA INVESTIGACIÓN CUALITATIVA 
 
Según Gregorio50 Rodríguez Gómez en su libro Metodología de la Investigación 
Cualitativa, se refiere a este tipo de investigación así:  
 
 
“Los investigadores cualitativos estudian la realidad en su contexto natural, 
tal como sucede, intentando sacar sentido de, o interpretar, los fenómenos 
de acuerdo con los significados que tienen para las personas implicadas. La 
investigación cualitativa implica la utilización y recogida de una gran 
variedad de materiales que describen la rutina y las situaciones 
problemáticas y los significados en la vida de las personas.” 
 
 
De lo anterior se desprende que la clase de investigación CUALITATIVA, que se 
desarrolla tiene como propósito analizar desde el contexto social y jurídico los 
fenómenos que se llegan a presentar de acuerdo a las situaciones que se suscitan 
en la cotidianidad de los despachos judiciales de Familia de la ciudad de Pereira, 
en el trámite de procesos de alimentos cuando el alimentante no posee capacidad 
económica para asumir la obligación que la Ley le impone como son los alimentos. 
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8. RESULTADOS OBTENIDOS 
 
 
 Los Jueces de familia de la Ciudad de Pereira, en primera medida utilizan 
como herramienta eficaz la presunción legal que contempla que “se presumirá 
legalmente que el alimentante devenga al menos el salario mínimo legal”, en 
aras de garantizar el interés superior del menor, y buscar la protección 
inmediata de los derechos fundamentales del niño, la niña o el adolescente. 
 
 
 Cuando se establece que el alimentante no está en capacidad de sobrellevar la 
obligación alimentaria que se impone, los Jueces de familia de la Ciudad de 
Pereira, identifican como principal criterio auxiliar la obligación de alimentar de 
los abuelos, pues quienes son los llamados a responder y contribuir en todo o 




 El legislador con la creación de la presunción del artículo 129 del Código de 
Infancia y adolescencia, pretende establecer garantías para el menor y 
propender la materialización de los derechos que se desprenden de la 
obligación alimentaria, sin embargo, esta presunción de carácter legal tendría 
su eficacia en el primer momento, pues al tener carácter legal permite 
desvirtuarse en un posterior proceso de reducción, por lo que si se presenta 
prueba alguna de la incapacidad económica del alimentante, se debe inaplicar 
la mencionada. Realizada la presente investigación se evidencia que 
exceptuando al principal y más eficaz criterio, “el patrimonio de los abuelos” 
para asegurar una cuota de alimentos, no existen muchos más mecanismos 
para vislumbrar la obligatoriedad e importancia de este derecho. 
 
 
 Analizados dichos criterios se determinó que no hay suficientes mecanismos 
que se puedan utilizar al momento de que se compruebe que el alimentante 
devenga menos del salario mínimo legal vigente, por lo que los Jueces de 
familia de la ciudad de Pereira, llegado el momento que se presente este 
problema jurídico, deben tomar una decisión discrecional con el fin de no 




 Para el desarrollo del proyecto de investigación se selecciono  la legislación, 
convenios internacionales referentes a la protección del menor, igualmente los 
conceptos y jurisprudencia que ratifican la protección especial y superior del 





 Son los abuelos los llamados en un proceso de alimentos a responder por la 
obligación alimentaria de sus nietos, siempre y cuando el operador jurídico 
encuentre que estos se encuentran en condiciones para cumplir con tal 
obligación, lo anterior con el fin de garantizar y hacer efectiva la protección 
estatal de la que tienen derecho los niños, las niñas y los adolescentes y que 





























































• En Colombia, la familia es considerada institución fundante de la sociedad, por 
ello y con el fin de darle la mayor protección, el legislador y los operadores 
jurídicos, se revisten de diferentes garantías para salvaguardar en el caso 
concreto, al menor parte quien ostenta la calidad de individuo en debilidad 
manifiesta y así llegar a satisfacer todos los derechos que de él se desprenden, 
una de ellas la obligación de alimentos. 
 
 
• Los alimentos para los niños las niñas y los adolescentes se consideran  un 
derecho fundamental y personal, las normas que los regulan se deben aplicar e 
interpretar por el operador jurídico respetando el principio del interés superior y 
el de la prevalencia de los derechos de los menores sobre los adultos. 
 
 
• Ningún niña, niño o adolescente sea cual sea la situación del alimentante, debe 
estar desprovisto de una cuota de alimentos que sufrague sus necesidades, 
por lo que se ve necesario utilizar criterios auxiliares desarrollados en la 




• El interés superior del menor será principio rector en todas las actuaciones 
judiciales y administrativas, lo anterior, con el fin de garantizar y proteger el 
desarrollo integral y el bienestar del niño, la niña o el adolescente. 
 
 
• La protección constitucional, los convenios internacionales y demás 
normatividad, son instrumentos de defensa legítima para la infancia, en los 




• La presunción legal establecida en el artículo 129 del Código de Infancia y 
Adolescencia, es un mecanismo que posee el operador jurídico (Juez), creado 
por el legislador, de acuerdo a la  realidad social y cultural, con el fin de prever 
que el deudor del derecho de alimentos sea irresponsable con el deber que la 







• Los Jueces de familia del Municipio de Pereira, en aras de garantizar y 
materializar los derechos de los menores y fijar una cuota de alimentos, donde 
no se tenga prueba plena de cuál  es la capacidad económica del alimentante, 
aplican como criterio la presunción legal establecida en el artículo 129 que 







































11. PROPUESTA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El legislador con la creación de la presunción legal establecida en el artículo 129 
del Código de la Infancia y de la Adolescencia , pretendió establecer en primera 
medida una garantía para proteger el derecho de alimentos de los niños las niñas 
y los adolescentes ,  sin embargo dicha presunción no asegura que los alimentos 
para los menores sean  permanentes, toda vez que si  se llega a probar que el 
alimentante no tiene capacidad económica puede llegar este a desligarse de la 
obligación, es ahí donde el operador jurídico ha tenido que acudir a los abuelos 
paternos o maternos a fijarles un cuota de alimentos que por lo menos satisfaga 
las necesidades básicas del menor, siendo esta una obligación del padre o de la 
madre en principio. Es por esto que el Estado a través de las autoridades 
administrativas (Defensores de Familia, Comisarios de Familia, y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar) en materia de niñez deben crear normas y 
políticas con miras a establecer otros criterios por los cuales los jueces de Familia 
puedan establecer cuotas de alimentos cuando el obligado tenga ingresos 
inferiores al salario mínimo legal o no tenga ingresos. 
 
 
El vacío jurídico que se encuentra el Juez de Familia en el momento de fijar una 
cuota de alimentos , lo conlleva a tomar una decisión discrecional que muchas 
veces esta desprotegiendo el carácter prevalente del niño, la niña o el 
adolescente, es por esto que el  Estado como ente principal, es el llamado al 
establecimiento de normas y medidas  para que la fijación de la cuota de 
alimentos ya no sea discrecional del Juez de Familia, sino que sea una decisión 
jurídica sustentada en normas de obligatorio cumplimiento , en la que se protejan 
plenamente los derechos del menor evitando que el padre irresponsable se 
sustraiga fácilmente de la obligación alimentaria.  
 
 
Es muy importante que las normas no queden en el papel, sino que se busque que 
las mismas se apliquen y que correspondan a los intereses reales de los menores, 
es decir que tanto la sociedad como la familia sean informados  sobre los 
mecanismos que existen para hacer eficaz la obligatoriedad e importancia que 
tiene el derecho de alimentos en los niños, las niñas y los adolescentes, 
igualmente y como medida especial se propone el seguimiento por parte del ente 
jurídico a través de informes y estadísticas que reflejen cual es el tratamiento y las 
soluciones que se están dando,  para el problema de la fijación de la cuota de 
alimentos cuando los ingresos del alimentante son inferiores al salario mínimo 
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